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Tema a Tratar: 

Acción de Tutela – Suspensión en el pago de incentivos del Programa “Jóvenes en Acción” – Vulneración al derecho al Debido Proceso, Educación, Mínimo Vital y Vida Digna:
Corolario de lo expuesto, se tiene que la actuación de la entidad es contraria al derecho al debido proceso administrativo, el cual supone que “(…)todas las autoridades judiciales y administrativas, dentro del ámbito de sus competencias, deben ejercer sus funciones con sujeción a los procedimientos previamente definidos en la ley, respetando las formas propias de cada juicio, a fin de que los derechos e intereses de los ciudadanos incursos en una relación jurídica cuenten con la garantía de defensa necesaria ante posibles actuaciones arbitrarias o abusivas”; porque a la accionante se le está excluyendo de un beneficio social con base en una causal que en la actualidad no se encuentra configurada.
Esta circunstancia cobra mayor gravedad al constatar que los subsidios negados como consecuencia de la suspensión, afectan directamente sus derechos a la educación y al mínimo vital y a la vida digna, toda vez que conforme a lo manifestado en los albores de estas consideraciones, la finalidad de los subsidios entregados en el marco del programa “Jóvenes en Acción” es apoyar a los jóvenes en condición de pobreza y vulnerabilidad, para que puedan continuar sus estudios técnicos, tecnológicos y profesionales; de tal manera que el dinero que la accionante debe destinar para cubrir los gastos de sus estudios, afecta el cubrimiento de sus otras necesidades básicas; en consecuencia, se ordenará levantar la suspensión decretada y entregar los incentivos dejados de percibir por la actora durante este tiempo.
Pereira, dieciocho (18) de abril de dos mil dieciséis (2016). 

Acta número ___ de 18 de abril de 2016.

ASUNTO
Resuelve la Sala Cuarta de Decisión Laboral la acción de tutela de la referencia, que fuera impetrada por la señora Ana María Taborda Nieto ante la presunta violación de su derecho fundamental de petición.

IDENTIFICACIÓN DE LAS PARTES

ACCIONANTE:
Ana María Taborda Nieto, identificada con cédula de ciudadanía No. 1.112.789.619 expedida en Cartago.
ACCIONADO:
Departamento para la Prosperidad Social.
SENTENCIA

I. ANTECEDENTES

Relata la accionante que es desplazada, estudiante del SENA y beneficiaria del programa jóvenes en acción; que no le han dado los incentivos de los meses de diciembre y febrero argumentando inconsistencias en el documento de identidad, lo cual no es cierto, toda vez que efectuó la actualización del mismo vía telefónica para el mes de octubre del año anterior; aduce que se trata de un error del sistema de la entidad accionada con lo cual se le vulneran los derechos fundamentales a la educación, al mínimo vital y a la vida digna.
Conforme a lo anterior, solicita se le ordene a la accionada que en el término de 48 horas le entregue los incentivos dejados de pagar e informe al juzgado el cumplimiento de la decisión.
II. TRÁMITE
La solicitud de amparo fue repartida inicialmente al Juzgado Quinto Civil Municipal de Pereira, despacho que mediante auto del 4 de abril del año en curso se declaró incompetente y ordenó la remisión a la Oficina Judicial para que fuera sometida a reparto entre los Tribunales Superior del Distrito Judicial, Contencioso Administrativo y Consejo Seccional de la Judicatura, siendo asignada a esta Corporación, siendo admitida mediante proveído del 6 de abril, en el cual a su vez se ordenó correr traslado a la entidad accionada por el término de dos (02) días, mismo que transcurrió en silencio.
III.  CONSIDERACIONES
Del problema jurídico 

¿En el presente asunto se evidencia vulneración de los derechos fundamentales a la educación, mínimo vital y vida digna de la accionante de parte del Departamento Administrativo para la Prosperidad Social al suspender el pago del incentivo de Jóvenes en Acción, aduciendo que existe una suspensión preventiva en estado de verificación por documento de identidad inconsistente?

Aspectos generales de la Acción de tutela

El artículo 86 de la Constitución Política consagra la tutela como un mecanismo judicial encaminado a la protección de los derechos fundamentales cuando éstos se amenacen o se vulneren por la acción o por la omisión de la autoridad pública o por particulares en algunos casos especiales. 
Este instrumento de defensa se caracteriza por su trámite preferente, su residualidad y su subsidiariedad, a la luz del precepto superior que la consagra y del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991 que la reglamenta, lo que permite advertir que el ejercicio de la tutela no es absoluto, está limitado por las causales de improcedencia allí contenidas, entre otros motivos, la relativa a la existencia de otros mecanismos de defensa judicial para garantizar la protección del derecho que se alega amenazado o vulnerado.
Naturaleza de los incentivos de educación entregados por el Departamento Administrativo para la Prosperidad Social y procedimiento para su entrega.
 
El Departamento Administrativo para la Prosperidad Social surgió con la Ley 1448 de 2011, norma que transformó la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, en un Departamento Administrativo; su creación tenía como finalidad “avanzar en la superación de la pobreza, la inclusión de la población vulnerable y víctima de la violencia, y la consolidación de los territorios a través de la garantía de la presencia del Estado en una senda de prosperidad y reconciliación.
 
Dentro de los programas que ofrece el Departamento, se encuentra el programa “Jóvenes en Acción”;  que apoya a los jóvenes en condición de pobreza y vulnerabilidad, con la entrega de transferencias monetarias condicionadas –TMC-, para que puedan continuar sus estudios técnicos, tecnológicos y profesionales, dicho incentivo es entregado directamente al joven participante a través del mecanismo financiero definido por el programa durante todo el proceso de formación y previa verificación del cumplimiento de compromisos.
La entrega de incentivos consta de tres procesos: 
· Verificación de compromisos: Bajo la responsabilidad del SENA y de las Instituciones de Educación Superior que han formalizado convenio con Prosperidad Social, mediante este proceso, las instituciones educativas certifican bimestralmente el estado y desempeño académico del joven participante a lo largo de su proceso de formación y durante su permanencia en el programa, es decir, verifican el cumplimiento o no de los compromisos por ellos adquiridos
· Liquidación: Es el proceso mediante el cual se determina el valor o monto del incentivo que será entregado a un joven para un período de verificación de compromisos determinado y para ello es imperioso que se surtan los siguientes procesos:  

1. El resultado del proceso de antifraude, adelantado por Prosperidad Social.
2. El resultado del proceso de verificación de compromisos, realizado por las instituciones educativas (SENA e IES).
3. El resultado del proceso de notas débito/notas crédito, a que hubiere lugar, realizado por Prosperidad Social.
4. Las peticiones, quejas y reclamos interpuestas por el joven, en los casos que aplique y atendidas por Prosperidad Social.
5. El mecanismo de dispersión de recursos/incentivos definido para cada joven por Prosperidad Social. 
· Entrega de los incentivos: Es el procedimiento mediante el cual el joven recibe el valor o monto de incentivos correspondiente a un período de verificación particular. 
En síntesis, la falta de pago del incentivo puede generarse por el incumplimiento de los compromisos como participante del programa que han sido previamente verificados por las instituciones educativas, por omisión o inconsistencia en esa información o por encontrarse en estado “Suspendido” como resultado del proceso antifraude. 
Es importante indicar que el programa también tiene unos ciclos operativos, de los cuales, según el asunto sometido a conocimiento de la Judicatura a través de la presente acción, solo interesan los relacionados con el registro y la depuración de la información, toda vez que tienen que ver con la identificación del beneficiado.
Es importante resaltar que este beneficio se otorga a jóvenes entre los 16 y 24 años de edad, por eso este aspecto tiene relación con el ciclo operativo de registro.
Ahora, en el ciclo de depuración se verifica que exista consistencia en los documentos de identificación, en cuento a su tipo y número, a efectos de identificar indicios de falsedad, de tal modo que si se advierte alguna circunstancia que configure tal indicio, se hace necesario adoptar como medida preventiva la suspensión preventiva de la liquidación del giro al joven identificado.
Caso concreto
Estudiando el caso concreto, encuentra la Sala que la accionante se encontraba recibiendo el beneficio educativo del programa “Jóvenes en Acción”, pero que el pago le fue suspendido preventivamente por la inconsistencia presentada con su documento de identificación, en cuanto a su tipo, es decir, que al momento del ingreso al programa lo hizo antes de cumplir la mayoría de edad, esto es, identificándose con tarjeta de identidad y no con cédula de ciudadanía.
De acuerdo a lo expuesto, se generó en su momento una inconsistencia con el registro de ingreso al programa, sin embargo, conforme se advierte a folio 6 del expediente, esa novedad fue registrada en el sistema del Departamento para la Prosperidad Social desde el 29 de septiembre de 2015 y el 22 de octubre siguiente, se efectuó el levantamiento de la medida preventiva de suspensión por haberse atendido la actualización del cambio de tipo del documento de identidad de la accionante, pero el 6 de noviembre se reitera la suspensión por inconsistencias con el documento de identidad y peor aún, mediante oficio del 16 de marzo de este año –fl. 5- se le indica que el levantamiento de la suspensión preventiva se encuentra en verificación.
Atendiendo a esta información, advierte la Sala que la suspensión preventiva de la liquidación del giro o pago del beneficio a la señora Taborda Nieto, no tiene ningún soporte fáctico, toda vez que el hecho generador del mismo ya se había sido superado desde el 22 de octubre del año anterior, inclusive el día 26 de ese mismo mes, le fue cancelada la suma de $1´200.000, de los cuales $600.000 corresponde a “levantamiento de suspensión incentivo periodos anteriores”, luego entonces, se reitera, no existe motivo para conservar vigente la medida preventiva.
Corolario de lo expuesto, se tiene que la actuación de la entidad es contraria al derecho al debido proceso administrativo, el cual supone que “(…)todas las autoridades judiciales y administrativas, dentro del ámbito de sus competencias, deben ejercer sus funciones con sujeción a los procedimientos previamente definidos en la ley, respetando las formas propias de cada juicio, a fin de que los derechos e intereses de los ciudadanos incursos en una relación jurídica cuenten con la garantía de defensa necesaria ante posibles actuaciones arbitrarias o abusivas”; porque a la accionante se le está excluyendo de un beneficio social con base en una causal que en la actualidad no se encuentra configurada.
Esta circunstancia cobra mayor gravedad al constatar que los subsidios negados como consecuencia de la suspensión, afectan directamente sus derechos a la educación y al mínimo vital y a la vida digna, toda vez que conforme a lo manifestado en los albores de estas consideraciones, la finalidad de los subsidios entregados en el marco del programa “Jóvenes en Acción” es apoyar a los jóvenes en condición de pobreza y vulnerabilidad, para que puedan continuar sus estudios técnicos, tecnológicos y profesionales; de tal manera que el dinero que la accionante debe destinar para cubrir los gastos de sus estudios, afecta el cubrimiento de sus otras necesidades básicas; en consecuencia, se ordenará levantar la suspensión decretada y entregar los incentivos dejados de percibir por la actora durante este tiempo.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira - Risaralda, Sala Laboral, administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la constitución,

FALLA

PRIMERO: TUTELAR los derechos fundamentales al debido proceso, a la educación, al mínimo vital y a la vida digna de la señora Ana María Taborda Nieto.
SEGUNDO: Como consecuencia de lo anterior ORDENAR, al Departamento Administrativo para la Prosperidad Social, a través de la Directora, doctora Tatyana Orozco de la Cruz o quien haga sus veces, que en el término de cuarenta y ocho (48) horas, contadas a partir de la notificación de la presente providencia, levante la suspensión de la actora del programa “Jóvenes en Acción” y cancele los incentivos educativos que no han sido entregados como consecuencia de esta circunstancia.
TERCERO: NOTIFICAR a las partes el contenido de este fallo en los términos del artículo 16 del Decreto 2591 de 1991, informándoseles que el mismo puede ser impugnado dentro de los tres días siguientes a la notificación.

CUARTO: DISPONER que en caso de que la presente decisión no fuese impugnada, se remita el expediente para ante la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

ISSA RAFAEL ULLOQUE TOSCANO
Magistrado Ponente
ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN                    JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

            Magistrada                                                                 Magistrado

ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
